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JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
D.C. 

 

 
 

Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 11001310502420210016200 
 

Bogotá D.C., a los veintiséis (26) días del mes de abril del 2021 
 
El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver de 
fondo la Acción de Tutela instaurada por JENNY MADELEINE POMAR 
CASTAÑO, identificada con C.C. Nº 52.146.150, actuando como representante legal 
de la empresa UB S.A.S, contra del INSTITUTO NACIONAL DE VIGILANCIA 
DE MEDICAMENTOS Y ALIMENTOS INVIMA, por la presunta vulneración de 
su derecho fundamental de petición. 
 

I.ANTECEDENTES  
 
La accionante manifiesta en lo que interesa al derecho fundamental incoado, que 
interpuso dos derechos de petición ante el INVIMA, UNO el 03 de marzo de 2021 con 
el radicado N° 20211049161 y el otro el 12 de marzo de 2021 con radicado N° 
20211049095, sin obtener respuesta a la fecha 
 
Además, la accionante aduce que el 14 de abril de 2021 en ampliación al escrito de tutela 
No. 2021- 0016200, expuso que en esa misma fecha, recibió correo de la accionada 
donde le indica que los tiempos de respuesta a sus solicitudes, se amplían a 30 días de 
conformidad con el art.5 del Decreto 491 de 2020, señalando que respecto a la solicitud 
de radicado N° 20211049161 del 03 de marzo de 2021, ha transcurrido más del tiempo 
establecido en el mencionado Decreto, por lo que  se evidencia la flagrante vulneración 
de los derechos invocados mediante la presente acción de tutela, por la no contestación 
en el tiempo establecido para tal fin. 
 

II. SOLICITUD 
 
JENNY MADELEINE POMAR CASTAÑO, requiere que se tutele su derecho 
fundamental de petición; en consecuencia, solicita se ordene a la accionada 
INSTITUTO NACIONAL DE VIGILANCIA DE MEDICAMENTOS Y 
ALIMENTOS INVIMA - INVIMA, resolver de fondo, las peticiones con radicados 
N° 20211049161 y N° 20211049095; asimismo, solicita resolver de fondo respecto del 
estado de la alerta y en caso de continuar la alerta pronunciarse sobre las acciones 
pendientes por realizar por parte de la UB SAS, para el levantamiento de la misma. 
 
Adicionalmente, mediante escrito de ampliación del escrito de tutela, además de 
reiterar las peticiones deprecadas inicialmente, solicita se compulse copias a la 
Procuraduría General de la Nación para que inicie las investigaciones disciplinarias a 
que haya lugar a los funcionarios del Área de Tecnovigilancia del INVIMA. 
 

III. ACTUACIÓN PROCESAL 
 
Radicada la tutela el 12 de abril de 2021, se admitió mediante proveído del día 13 del 
mismo mes y año, ordenando notificar y oficiar al Instituto Nacional de Vigilancia de 
Medicamentos y Alimentos INVIMA, concediéndole el término de veinticuatro (24) 
horas para pronunciarse sobre la tutela de referencia.   
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IV. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
 
El Representante Judicial del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 
Alimentos INVIMA, al dar respuesta a la acción de tutela inicial como a su ampliación, 
adujo que en razón a la Declaratoria de Emergencia Sanitaria y Económica decretada 
por el Gobierno Nacional, ha sido indispensable ampliar los términos en lo que 
concierne a trámites administrativos de conformidad con lo establecido en el Art. 5º 
del decreto 491 del año 2020 y la Resolución 222 de 2021 emitida por el Ministerio de 
Salud y Protección Social. 
 
Adicionalmente, aduce que el 4 de marzo del año 2021 la accionante allego petición al 
correo (tecnovigilancia@invima.gov.co), la cual fue radicada en el aplicativo de la 
institución el 15 de marzo de 2021 con el No. 20211049161, luego, el 12 de marzo del 
año 2021, elevo una nueva petición, la que fue radicada en el aplicativo de la entidad el 
15 de marzo de 2021 con el N° 20211049095,  por lo que aún se encuentra dentro de los 
términos legales establecidos en el Art. 5º del Decreto 491 de 2020, para resolver las 
dichas solicitudes, motivo por el cual a la accionante no le han emitido respuesta a su 
correo electrónico.  
 
No obstante lo anterior, señala que la Dirección de Dispositivos  Médicos y Otras 
Tecnología elaboró una primera respuesta a las solicitudes en mención el 14 de abril del 
presente año, la que se envió a los correos, juridico@winintersa.com; 
jmadeleine1@gmail.com y tecnovigilanciaubsas@gmail.com. 
 
Posteriormente, la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del INVIMA, informó al Juzgado, 
que el 22 de abril del año en curso, el Grupo de Tecno Vigilancia de la Dirección de 
Dispositivos Médicos y Otras Tecnologías del Invima, emitió respuesta definitiva, clara 
y precisa al cuestionario de ocho (8) puntos radicado como derecho de petición por la 
accionante con el N° 20211049161 acerca del Plan de Acción sobre la Alerta 146 de 2020 
emitida por el Instituto, con radicado de salida 20212012767 del 21 de abril del presente 
año.  
 
Adicionalmente, señala que su representada dio respuesta de manera clara y precisa a 
la solicitud de modificación de alerta sanitaria 146 de 2020 radicada como petición por 
la accionada con el N° 20211049095 con el N° 20212013063 del 23 de abril de la misma 
anualidad. 
 
Por lo anteriormente expuesto, indica que esa entidad ha actuado de conformidad con 
lo establecido en el Decreto 491 de 2020, artículo 5°, en tal sentido considera que no ha 
violado los términos para dar respuesta. 
 

V. CONSIDERACIONES 
 
-COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el  en el 
artículo 2.2.3.1.2.1  del Decreto 1983 de 2017 que dispone en el numeral 2° “Las acciones 
de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden 
nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con 

igual categoría…” como sucede en este caso. 
 
-PROBLEMA JURÍDICO 
 
Primero: Se debe determinar si Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 
Alimentos INVIMA, ha vulnerado los derechos fundamentales de petición de la 
accionante. 

mailto:tecnovigilancia@invima.gov.co
mailto:juridico@winintersa.com
mailto:jmadeleine1@gmail.com
mailto:tecnovigilanciaubsas@gmail.com
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PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL 
  
1. De la Acción de Tutela y requisitos Generales de la Procedencia. 
  
La Corte Constitucional ha señalado entre otras decisiones en la sentencia T- 500 de 
2019, en cuanto a acción de tutela y sus requisitos generales de procedencia, lo 
siguiente: 
 

1. De conformidad con el artículo 86 Superior la acción de tutela es un instrumento judicial de 
protección de los derechos fundamentales de las personas cuando estos se vean vulnerados o 
amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o, excepcionalmente, de un 
particular. Se trata de un procedimiento preferente y sumario y, se caracteriza por ser 
subsidiaria y residual, lo cual implica que será procedente cuando: (i) el afectado no disponga 
de otro medio de defensa judicial; (ii) de existir, no resulta eficaz o idóneo en virtud de las 
circunstancias del caso concreto, como las condiciones personales de vulnerabilidad del 
afectado o, (iii) el amparo constitucional se presente de manera transitoria para evitar un 
perjuicio irremediable.  

 
2.3.2 Sobre el desarrollo normativo de la referida acción, la Corte constitucional ha precisado 
que si bien se trata de un trámite informal, el mismo requiere del cumplimiento de los siguientes 
requisitos mínimos generales que determinen su procedencia: (i) legitimación por activa; (ii) 
legitimación por pasiva; (iii) agotamiento de los mecanismos judiciales disponibles, salvo la 
ocurrencia de un perjuicio irremediable (subsidiariedad); y (v) la evidente afectación actual de 

un derecho fundamental (inmediatez). (Citas incluidas en el texto original) 

  
En cuanto al requisito de subsidiariedad La Corte Constitucional, en la referida 
sentencia, explicó: 
 

2.3.4. Subsidiariedad: La acción de tutela constituida como un mecanismo de protección 
de derechos constitucionales fundamentales, solo procede cuando el afectado: (i) no disponga 
de otro medio de defensa judicial, (ii) exista, pero no sea idóneo o eficaz a la luz de las 
circunstancias del caso concreto o, (iii) se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable.  

 
2.3.4.1. En lo que respecta a la ocurrencia de un perjuicio irremediable, este Alto Tribunal 
Constitucional ha advertido que este configura cuando se está ante un daño: “… (a) Cierto e 
inminente –esto es, que no se deba a meras conjeturas o especulaciones, sino a una apreciación 
razonable de hechos ciertos-, (b) grave, desde el punto de vista del bien o interés jurídico que 
lesionaría, y de la importancia de dicho bien o interés para el afectado, y (c) de urgente atención, 
en el sentido de que sea necesaria e inaplazable su prevención o mitigación para evitar que se 
consume un daño antijurídico en forma irreparable”. 

 
2.3.4.2. En Sentencia SU-691 de 2017, la Corte indicó algunos criterios que debe tener en cuenta 
el juez de tutela para comprobar la inminencia de un perjuicio irremediable, tales como: (i) la 
edad de la persona; (ii) el estado de salud del solicitante y su familia; y (iii) las condiciones 
económicas del peticionario o de las personas obligadas a acudir a su auxilio; para lo cual, el 
interesado tiene el deber desplegar cierta actividad procesal administrativa mínima que 
demuestre su condición. (…)”. (Citas incluidas en el texto original) 

  
2.-Derecho fundamental de petición 
 
La Corte Constitucional en Sentencia T-1160 de 2001, con ponencia del Magistrado 
MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA señaló que “La Corte Constitucional se ha ocupado 
ampliamente acerca del contenido, ejercicio y alcance del derecho de petición, además de 
confirmar su carácter de derecho constitucional fundamental”. 
 
El artículo 23 de la Carta faculta a toda persona a “presentar peticiones respetuosas ante 
las autoridades” – o ante las organizaciones privadas en los términos que señale la ley –, y, 
principalmente, "a obtener pronta resolución".  

 
La sentencia antes referida señala: 
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“Consiste no sólo en el derecho de obtener una respuesta por parte de las autoridades sino a que 
éstas resuelvan de fondo, de manera clara y precisa la petición presentada.  
De conformidad con la doctrina constitucional en la materia, esa respuesta debe producirse 
dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible, pues prolongar en exceso la 
decisión de la solicitud, implica una violación de la Constitución. Como reiteradamente lo ha 
sostenido ésta Corporación.  
La efectividad del derecho de petición y su valor axiológico se deriva justamente del hecho de 
que el ruego debe ser resuelto con la mayor celeridad posible. Naturalmente, esta prerrogativa 
no permite obligar a las entidades públicas ni particulares a resolver favorablemente las 
peticiones que les sometan los ciudadanos, por cuanto la norma superior se limita a señalar que, 
como consecuencia del mismo, surge el derecho a "obtener pronta resolución", lo cual no implica 
que ésta necesariamente tenga que resultar de conformidad con los intereses del peticionario”. 
“(...), la llamada “pronta resolución" exige el deber por parte de las autoridades administrativas 
de pronunciarse respecto de la solicitud impetrada. Se trata de una obligación de hacer, en 
cabeza de la autoridad pública, que requiere del movimiento del aparato estatal con el fin de 
resolver la petición ya sea favorable o desfavorablemente en relación con las pretensiones del 
actor y evitar así una parálisis en el desempeño de la función pública y su relación con la 
sociedad.” 

 
3.- Contenido y alcance del derecho fundamental de petición 

  
El derecho fundamental de petición está consagrado en el artículo 23 de la Carta 
Política, en donde se establece la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante 
las autoridades por cualquier persona, ya sea con motivos de interés general o 
particular y, además, de obtener una respuesta pronta. 
  
De igual forma, el artículo 14 Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, reza: 
  

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo 
norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro 
de los quince (15) días siguientes a su recepción.” 

 
Sin embargo, se debe advertir que el tiempo anteriormente establecido para que las 
entidades tanto públicas como privadas resuelvan las solicitudes, fue modificado por el 
gobierno de manera temporal, mientras se levantan las medidas de emergencia 
establecidas en el Decreto 491 del 28 de marzo del año 2020, es así que el artículo 5° de 
dicha normatividad dispone: 
 

“ARTÍCULO 5. Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las peticiones que se 
encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la Emergencia Sanitaria, se 
ampliarán los términos señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, así: 

 
Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes 
a su recepción. 
            
 Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 
 
(i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los veinte (20) 
días siguientes a su recepción.  

 
(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con 
las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y cinco (35) días siguientes a su 
recepción. (…)”. 

 

Así mismo, mediante la Resolución 222 del 25 de febrero de 2021, emitida por el 
Ministerio de Salud y Protección Social, se prorroga la emergencia sanitaria con ocasión 
del Coronavirus COVID-19, declarada mediante Resolución 385 de 2020 y prorrogada 
a su vez por las Resoluciones 844, 1462 y 2230 de 2020, lo que significa que el referido 
Decreto se encuentra vigente. 
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De otra parte, la Sentencia T - 077 del 2018 reiteró lo dispuesto por la H. Corte 
Constitucional en Sentencia C - 418 del 2017 y estableció nueve características del 
derecho de petición, así: 
  

“1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. 
2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, como los 
derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la participación política. 
3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser oportuna, es 
decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la respuesta debe resolver 
de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, precisa y congruente con lo 
solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento del peticionario. 
4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se concreta 
necesariamente en una respuesta escrita. 
5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las autoridades 
públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las organizaciones privadas y en general, a 
los particulares. 
6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones formuladas 
fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, que señalaba un 
término de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no pudiere darse la respuesta en 
ese lapso, entonces la autoridad pública debía explicar los motivos de la imposibilidad, 
señalando además el término en el que sería dada la contestación. 
7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 
oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido concurrente, el silencio 
administrativo es prueba de la violación del derecho de petición. 
8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de petición no la 
exonera del deber de responder. 
9) La presentación de una petición hace surgir en la entidad, la obligación de notificar la 

respuesta al interesado”. 

  
De lo anterior se colige que la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha ocupado 
de fijar tanto el sentido como el alcance del derecho de petición; así las cosas, la figura 
del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 
oportunamente la petición, de manera completa y de fondo, y no limitarse a una simple 
respuesta formal, además el silencio administrativo es prueba de la violación del 
derecho de petición. 
  
Partiendo de lo descrito anteriormente y, teniendo en cuenta la naturaleza y alcance de 
este derecho, la Corte Constitucional en Sentencia T- 558 de 2007 afirmó que el núcleo 
fundamental del derecho de petición está constituido por: 
  
i.El derecho que tiene el peticionario a obtener una respuesta de fondo, clara y precisa. 
ii.La pronta respuesta de parte de la autoridad solicitada. (…)”. 

 
En consideración a lo anteriormente expuesto, se procederá a determinar en el caso en 
estudio, si el amparo constitucional deprecado resulta procedente como mecanismo 
principal de defensa.  
 

CASO CONCRETO 
 
En el caso en estudio, solicita la accionante tanto en el escrito como en su adicción, 
tutelar su derecho fundamental de petición, en consecuencia, se ordene a la entidad 
accionada INSTITUTO NACIONAL DE VIGILANCIA DE MEDICAMENTOS Y 
ALIMENTOS “INVIMA”, resolver de fondo, las peticiones radicadas el 03 de marzo 
de 2021 con N° 20211049161 y el 12 de marzo de 2021 con N° 20211049095. 
 
Así mismo, solicita al despacho compulsar copias a la Procuraduría General de Nación 
para que inicie las investigaciones disciplinarias a los funcionarios del área de 
Tecnovigilancia del “INVIMA”, que debían proporcionar la respuesta a los citados 
derechos de petición. 
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En cuanto al alcance del derecho de petición no solo permite a la persona que lo ejerce 

presentar una solicitud respetuosa, sino que implica la facultad de exigir a la autoridad 

a quien le ha sido formulada, una respuesta de fondo y oportuna del asunto sometido a 

su consideración. 

En ese sentido, la respuesta que se dé a las peticiones deben cumplir con los siguientes 

requisitos: (i) ser oportuna, es decir, atenderse dentro de los términos establecidos en 

el ordenamiento jurídico; (ii) resolver de fondo, clara, precisa y de manera congruente 

con lo solicitado, y (iii) ponerse en conocimiento del peticionario pues la notificación 

forma parte del núcleo esencial del derecho de petición, al punto que de nada serviría 
la posibilidad de dirigirse a la autoridad si esta se reserva para sí el sentido de lo decido. 

En ese orden, verificadas las diligencias, se evidencia que la demandante radicó derecho 
de petición con N° 20211049161, de 3 de marzo de 2021 ante el INVIMA, mediante el 
cual solicitó lo siguiente: 

 
“(…) En atención a la programación de la reunión que se llevará a cabo el día de mañana, me 
permito solicitar que en la misma la Institución se permita absolver los siguientes 
interrogantes: 
 
 1. Estado de revisión de los documentos en físico aportados como resultado del plan de acción 
presentado ante Ustedes y radicado desde hace ya 3 meses.  
2. Se nos indique con precisión si las actividades que actualmente realiza la fábrica en los 
equipos importados por UB SAS ya fueron objeto de aprobación expresa por parte de Ustedes, 
teniendo en cuenta que las mismas son una nueva verificación que recae sobre iguales 
parámetros ya objeto de evaluación. 
3. Estado actual de los documentos aportados por fábrica en los que validan los formatos que 
se obtuvieron en desarrollo del plan de acción inicial y que cuentan con firma de los ingenieros 
delegados para tal fín (sic) por parte de fábrica.  
4. Teniendo en cuenta que fabrica (sic) ha ratificado los documentos soportes del plan de acción 
que Ustedes ya habían evaluado, se permita que las actividades de campo que solo pueden ser 
resorte de fábrica por temas de gobernanza de los dispositivos, se realice bajo lo (sic) 
parámetros de auditoría sobre una muestra y no sobre la totalidad de los mismos, bajo los 
siguientes parámetros: 
 Nivel de confianza. 99% 
 Intervalo de confianza el 10% 
 Dispositivos de muestra. 143  
Lo anterior teniendo en cuenta que la estadística como ciencia soporta esta decisión.  
De no ser aceptada esta solicitud solicitamos se nos indiquen los argumentos científicos, 
estadísticos o matemáticos que lo soporten.  
5. Se nos indique el tiempo que tardará la Entidad en la valoración de los documentos aportados 
en fábrica.  
6. En consideración a que se nos ha informado por parte de fábrica la posibilidad de 
levantamiento parcial de la alerta, solicitamos se nos indique si esta decisión será por 
importador, por referencia o cual es el factor que el INVIMA ha considerado para emitir la 
respuesta.  
7. Se nos traslade en concomitancia con la reunión las grabaciones de las reuniones que se han 
sostenido con fábrica que tengan relación directa con la alerta y se nos indique por que (sic) de 
manera tardía se involucró a la fábrica teniendo en cuenta que nuestro primer reporte de 
actividades de plan de acción autorizado se presentó desde los primeros días del mes de octubre, 
es decir 5 meses después.  
8. Se nos indique el motivo por el cual no hemos sido notificados a ninguno de los correos del 
inicio de un proceso sancionatorio en nuestra contra pese a que tienen nuestros correos y 
direcciones físicas de notificación. (…)”. 

 
Igualmente, el 15 de marzo de 2021 radicó ante el INVIMA derecho de petición, cuyo 
radicado correspondió al No. 20211049095, obrante a folio 19 del escrito de tutela, 
mediante el cual solicitó lo siguiente: 
 

“(…) Teniendo en cuenta que el propósito del legislador al conferirle facultades al INVIMA para 
emitir alertas sanitarias lo circunscribe a establecer por medio de investigación la causalidad 
que pueda poner en riesgo la seguridad de los pacientes y que para el caso de manera verbal la 
fábrica les ha manifestado conocer la causalidad y ha soportado que es corregida, la 
investigación debe ser cerrada en el inmediato, en consecuencia si es su posición mantener la 
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alerta, solicitamos que la misma sea modificada en el sentido de permitir el uso de aquellos 
dispositivos que ya fueron objeto del plan de acción y dejar en ella la apreciación de que no se 
pueden instalar los equipos que no hallan (sic) sido objeto del mismo hasta acreditar que se 
realizó el mismo  (…)”. 

 
Al respecto, la accionada INSTITUTO NACIONAL DE VIGILANCIA DE 
MEDICAMENTOS Y ALIMENTOS “INVIMA”, atendió las solicitudes de la 
accionante por medio de correo electrónico del 14 de abril del año en curso, en el que 
señaló: 
   

“(…) En atención a los radicados No. 20211049161 y 20211049095, le informamos que, 
actualmente, la Dirección de Dispositivos Médicos y Otras Tecnologías se encuentra revisando 
las peticiones documentos aportados en cada uno de estos. Aclarando que teniendo en cuenta 
que, al efectuar la revisión de algunas de las preguntas, se hizo necesario contar con el apoyo 
de la Of Asesora Jurídica del Instituto. En este sentido, una vez se cuente con la resolución de las 
preguntas formuladas, se les dará respuesta a sus peticiones dentro del término legal 
establecido artículo 5 del Decreto 491 de 2020. (…)”. 

 
La respuesta en cuestión fue remitida a la dirección electrónica suministrada por la 
demandante en el escrito de tutela, esto es, jmadeleine1@gmail.com, conforme se 
evidencia en la documental aportada.   
 
En efecto, los términos generales para contestar los diferentes tipos de solicitudes están 
previstos en el artículo 14 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, esto es, Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 1º de 
la Ley 1755 de 2015, que dispone que: toda petición – salvo norma legal especial – deberá 

resolverse en los 15 días siguientes a su recepción. 
 
Sin embargo, el Decreto 491 de 28 de marzo de 2020, por medio del cual se adoptaron 
“(…) medidas de urgencia para garantizar la atención y prestación (…)” del servicio público 
a cargo de las autoridades en su artículo 5º estableció la ampliación transitoria de los 
términos contemplados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011 para atender las 
peticiones que se encontraran en curso a su expedición o las presentadas durante la 
vigencia de la Emergencia Sanitaria, así: 
 

“(…) Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) 
días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de 
las siguientes peticiones:  

 
(i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los veinte (20) 
días siguientes a su recepción.  

 
(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las 
materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y cinco (35) días siguientes a su 
recepción.  

 
Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la 
autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término 
señalado en el presente artículo expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el 
plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del 
inicialmente previsto en este artículo. 

 
En los demás aspectos se aplicará lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011. Parágrafo. La presente 
disposición no aplica a las peticiones relativas a la efectividad de otros derechos fundamentales 
(…)”. Negrilla fuera de texto.  

 
Siendo ello así, en el caso bajo estudio, se tiene que una vez verificados los documentos 
aportados al plenario, se evidencia que el 4 de marzo de 2021, la accionante, vía correo 
electrónico, remitió petición ante el INVIMA a la que se le asignó el N° 20211049161, 
posteriormente, el 12 de marzo del año en curso, envió otra solicitud, a la que le 
correspondió el N° 20211049095, peticiones fueron radicadas  en el aplicativo de la 
entidad accionada el día 15 del mismo mes y año; el 14 de abril de 2021, la convocada 
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informó a la demandante  que aún se encontraban dentro del término para resolver sus 
peticiones de conformidad con lo establecido en el artículo 5° del Decreto 491 de 2020. 
 
Posteriormente, el 22 de abril del año en curso, el Grupo de Tecno Vigilancia del 
Invima, contestó los ocho (8) interrogante del derecho de petición radicado con el N° 
20211049161, acerca del Plan de Acción sobre la Alerta 146 de 2020, mediante 
comunicación N° 20212012767 del 21 de abril del año en curso; asimismo, el 23 de abril 
de 2021, dio respuesta al derecho de petición radicado con el N° 20211049095 a través 
de la misiva con N° 20212013063 del 23 de abril del presente año, contestaciones,  que 
fueron remitidas a la dirección electrónica suministrada por la demandante en el 
escrito de tutela, esto es, jmadeleine1@gmail.com, tal y como se evidencia en la 
constancia de envío vista a folios 4 y 7 del escrito de contestación.  
 
Lo anterior, significa, que si bien a la  fecha de radicación de las acción de tutela en la 
Oficina de Reparto para los Juzgados Civiles y de Familia de Bogotá D.C., es decir  12 
de abril de 2021 (folio 22 del escrito de tutela), el Instituto Nacional de Vigilancia de 
Medicamentos y Alimentos -INVIMA no había ofrecido respuesta, se encontraba en 
término para hacerlo, dado que hasta la calenda señalada solo habían transcurrido 25 
días hábiles, de los 30 con los que cuenta la entidad frente a la petición radicada el 4 de 
marzo de 2021, respecto de la segunda solicitud radicada el 15 de marzo, habían 
transcurrido 17 días de los 30 días con los que cuenta la convocada para emitir 
respuesta; por tanto, a juicio del despacho no podía predicarse vulneración alguna de 
los derechos invocados en la presente tutela.  
 
Sin embargo, como se indicó en precedencia durante el trámite de la presente acción 
constitucional, la entidad accionada emitió respuesta a los dos (2) derechos de petición 
radicados por el accionante; frente al radicado el 04 de marzo de 2021 con el N° 
20211049161, mediante el cual solicitó resolver los ocho (8) interrogantes planteados 
en relación con la Alerta Sanitaria 146 de 2020, la accionada se pronunció sobre cada 
uno de ellos; en cuanto a  la segunda petición radicada con el N° 20211049095 
calendada 15 de marzo hogaño, le informó los motivos por los cuales no procedía la 
modificación de la Alerta 146 de 2020, por lo que se configura un hecho superado, razón 
por la cual se negará el amparo solicitado. 
 
No sobra advertir, que el ejercicio del derecho de petición no lleva implícita la 
posibilidad de exigir que la respuesta sea resuelta en un determinado 
sentido, menos aún que sea favorable a lo pretendido por el interesado, 
pues, se repite, esta garantía fundamental se satisface cuando se da respuesta 
congruente, se le comunica al interesado y se resuelve de fondo la totalidad de las 
pretensiones elevadas. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución. 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: NEGAR el amparo del derecho fundamental de petición invocado por la 
señora JENNY MADELEINE POMAR CASTAÑO, en su condición de 
representante legal de la sociedad UB S.A.S en contra del INSTITUTO NACIONAL 
DE VIGILANCIA DE MEDICAMENTOS Y ALIMENTOS INVIMA., en razón a 
que se configura una carencia actual de objeto por hecho superado. 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión a 
las partes. 
 

mailto:jmadeleine1@gmail.com
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TERCERO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, remítase el expediente 
a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de acuerdo con lo consagrado en 
el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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